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			INTRODUCCIÓN

			María del Carmen Pardo[1]

			Guillermo M. Cejudo[2]

			En los últimos años, México ha tenido una agenda ambiciosa de reformas a distintos componentes de la administración pública federal. No todas las reformas han sido implementadas eficazmente ni todas han llegado a los resultados esperados, pero sí han reconfigurado la forma de operar de la administración pública. Sin embargo, las sucesivas reformas no han sido parte de un paquete coherente de reformas, sino que han sido iniciativas que, con propósitos inconexos, se han impulsado desde el Congreso, desde el gobierno federal y desde la sociedad civil. Este libro tiene un triple propósito. En primer lugar, analizar, con una perspectiva histórica, el conjunto de reformas, en el entendido de que estas reformas tienen que hacerse cargo de decisiones pasadas y que, en muchos casos, las propias iniciativas de reforma son intentos por corregir o modificar las decisiones previas. En segundo, se revisan de manera sistemática algunos de estos cambios para valorar qué tan eficazmente se pusieron en marcha y si cumplieron con los propósitos para los que fueron implementados. Y, por último, explicar el perfil de la administración pública, como resultado del conjunto de decisiones deliberadas, los efectos colaterales de otras políticas y los cambios graduales generados por procesos estructurales del país.

			Así, este libro recoge las decisiones que se han adoptado en las últimas tres décadas en materia de reformas en busca de una administración pública más eficaz, democrática y capaz. El registro de propuestas de cambios en la administración pública federal en México acumula una larga historia. Sin embargo, y a pesar de la importancia que puede tener la mayor parte de estos cambios, no se ha hecho un esfuerzo por conocer y valorar de manera rigurosa la forma en que se han acumulado reformas inconexas, el éxito o fracaso relativo de cada una de ellas y el resultado reflejado en la administración pública actual. 

			Como capítulo introductorio, para enmarcar el texto en la discusión académica sobre reformas administrativas en México, incluimos una reflexión hecha por María del Carmen Pardo y Miguel Ángel Berber sobre qué se ha publicado en México acerca de reformas administrativas en las cuatro principales revistas académicas que existen en el país dedicadas a estas temáticas. Este capítulo permite tener una idea más clara del interés que ha despertado este tema entre los investigadores y funcionarios, y de qué manera estas decisiones tuvieron algún efecto en otros sectores y actores del país. 

			El siguiente capítulo, elaborado por Guillermo Cejudo y María del Carmen Pardo, hace un recuento general de los  cambios y reformas registrados en distintas áreas de política pública: primero, en la de planeación y evaluación, como engranajes de un círculo que no acaba de cerrarse, centrando la mirada en la evaluación del desempeño y en la de los programas sociales, donde el Coneval ha jugado un papel central, junto con las dos secretarías globalizadoras, la de la Función Pública y la de Hacienda y Crédito Público. Segundo, se incluye una revisión de los cambios que ha sufrido el sistema federal, pasando por un proceso de claro impulso al fortalecimiento de los estados y municipios, sin que esto haya significado contar con un aliado privilegiado, como pudo haberlo sido un cabal proceso de descentralización, hasta presentarse el escenario que ocuparía el espectro en el vértice opuesto, el de un claro intento por recentralizar atribuciones y tareas en el orden federal de gobierno. Bajo ambos escenarios siguen quedando pendientes dos asuntos que han generado importantes conflictos: la distribución de competencias y la distribución de recursos. Tercero, como un componente central para lograr mejorar los rendimientos de la administración pública en los tres niveles de gobierno, revisamos las reformas en materia de fiscalización, deteniendo el análisis en la aparición de la Auditoría Superior de la Federación y en el papel que han jugado los órganos internos de control como piezas que se han entendido como claves para fortalecer justamente ese tipo de controles. Una reforma encaminada a mejorar los resultados de la fiscalización es la que se emprendió para combatir la corrupción. Se revisa cómo se tomaron decisiones en esta área a la luz de presiones externas, pero también como resultado de los problemas internos, los que se han ido agravando al punto de que las claras fallas en este terreno se han convertido en uno de los más fuertes reclamos hechos desde la sociedad. Finalmente, se incluye una revisión del tema de acceso a la información y a la aparición de instituto responsable del acceso a la información pública como un engranaje necesario en el propósito de hacer más trasparente la función pública y con ello combatir la opacidad, los abusos y la corrupción.

			El tema de las Trayectorias de reformas administrativas se desdobla en el libro en cuatro subtemas: el primero se refiere a los cambios que caben en lo que identificamos como El Núcleo Duro de la Administración: esto es, qué esfuerzos se han hecho por modificar, adecuar, mejorar o cambiar normas, estructuras, qué cambios han sufrido los órganos internos de control y, finalmente, los cambios hechos en la administración de recursos humanos. Fernando Nieto hace un análisis que titula: “¿Cambios eficientes? Reforma de las reglas burocráticas en México, 1995-2012”, en el que afirma que estos cambios, a veces no explícitos, han sido una pieza fundamental en los programas de modernización de los gobiernos mexicanos y también han estimulado transformaciones importantes en el marco normativo interno de la administración pública. Por su parte, David Arellano y Jesús Hernández hacen un recorrido en sintonía con lo analizado en el capítulo introductorio, al hacer referencia a uno de los componentes centrales del proceso modernizador de carácter más amplio, que apuntaría al grave problema de la corrupción. Titulan su análisis: “¿Control interno o lucha contra la corrupción? Hacia un verdadero control de la administración pública federal mexicana”. José Luis Méndez hace un análisis detallado de los cambios en materia de administración de recursos humanos, que titula: “La gestión de personal público en México: del sistema de botín a la profesionalización simulada”, en el que aborda las transformaciones que sobre todo en el ámbito federal se han dado en esta área, así como los desiguales resultados que ha arrojado la puesta en marcha del Servicio Profesional de Carrera.

			En el segundo subtema, titulado El Péndulo entre Centralización y Descentralización se analizan los cambios y tensiones que arroja ese binomio. El capítulo escrito por Juan Olmeda no analiza una reforma propuesta como tal, sino uno de los componentes críticos de las decisiones encaminadas a contar con mejores herramientas para la evaluación. El capítulo se titula “Patrones de reforma administrativa en el federalismo mexicano: el caso de las políticas de monitoreo y evaluación”. Este componente, de acuerdo con el trabajo de Olmeda, forma parte de un claro modelo de reforma de arriba hacia abajo, deteniéndose en lo que ocurre en algunos estados de la República. Laura Flamand hace una reflexión con el título “¿Cómo se gastan las transferencias federales en México? Los efectos de la capacidad gubernamental sobre la transparencia del gasto federalizado en los gobiernos estatales (2000-2012)”, como un ejemplo claro de la dificultad señalada en el capítulo introductorio en relación con los problemas del sistema federal para distribuir de manera equitativa los recursos, pero centrando el análisis en la manera como se gastan estos recursos.

			El tercer subtema se refiere a la Construcción de un Régimen de Rendición de Cuentas en el que Mauricio Merino y Lourdes Morales analizan los componentes de la “política pública de rendición de cuentas en México: como una propuesta necesaria”, partiendo de un diagnóstico en el que queda clara la fragmentación que caracteriza a la rendición de cuentas; analiza cada uno de sus componentes para proponer su integración en un sistema, que se convirtió en una iniciativa gubernamental de muy reciente factura que está siendo profusamente discutida. Claudia Maldonado revisa de manera muy detallada cómo ha evolucionado la idea y tarea de “La evaluación en México”, en un capítulo que subtitula: “orígenes, características” y, entre interrogaciones, “¿resultados?”, en el que se destaca que el avance en esta materia ha sido evidente, pero está resultando mucho más difícil establecer una relación causal entre evaluación y mejora en la gestión pública. Finalmente, Fer­nan­da So­mua­no explora qué tanto la sociedad civil ha participado en la gestión pública y cuáles serían los desafíos que tendría que enfrentar en un futuro próximo para que este impulso por participar en los cambios resultara más efectivo. 

			En el cuarto subtítulo: Nuevas Autonomías y Coordinación, José Roldán Xopa propone una explicación sobre la transformación que han sufrido algunos de los órganos autónomos de relativa reciente creación al pasar de órganos desconcentrados a órganos constitucionales autónomos o a órganos reguladores y cómo ese nuevo escenario introduce retos importantes al entramado político-administrativos del país. Para cerrar el libro, antes de las conclusiones, Mauricio Dussauge hace un análisis sobre el debate de qué tanto estos órganos constitucionales alteran la vida institucional y si son de factura nacional, para adentrarse en una discusión más detallada de los resultados que han ofrecido a la luz de criterios como eficacia institucional, desempeño y transparencia. 

			Cada capítulo explica un fragmento del conjunto de cambios que han dado forma a la administración pública y, en ese sentido, es un texto autocontenido. Pero la ambición del libro es la visión del conjunto de reformas, que permitirán al lector comprender los orígenes, los propósitos y los alcances de iniciativas que sucesivos gobiernos han impulsado para construir una administración pública capaz de responder a las demandas de una sociedad más exigente y a la lógica de un sistema político caracterizado por el pluralismo en el Congreso, la alternancia en el Ejecutivo, la fragmentación vertical del poder y la construcción de nuevas formas de relación Estado-sociedad.
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			I. LA INVESTIGACIÓN EN MÉXICO SOBRE REFORMAS ADMINISTRATIVAS 

			María del Carmen Pardo

			Miguel Ángel Berber Cruz[1]

			INTRODUCCIÓN

			A partir de la década los ochenta se llevaron a cabo una serie de reformas administrativas en países occidentales como Estados Unidos, Nueva Zelanda y el Reino Unido; algunos de estos cambios se basaron en preceptos de gestión provenientes del neotailorismo y del institucionalismo económico. Desde la academia, se buscó entender estas modificaciones en los aparatos burocráticos, identificar los motores del cambio y enmarcarlos en modelos teóricos; por ejemplo, en la década de los noventa, Christopher Hood (1991) acuña el término Nueva Gestión Pública (NGP) para referirse a este cúmulo de ideas de gestión.

			El auge de estas reformas neogerenciales fue de la mano con un incremento en los estudios a nivel internacional sobre las reformas administrativas. Como apunta Dussauge (2009), durante las últimas décadas se ha ampliado la investigación sobre casos ejemplares de la NGP, así como el análisis de la reforma administrativa en regiones poco estudiadas como Asia y América Latina. Es decir, las reformas administrativas se acompañaron del interés académico por entender los cambios ocurridos en el mundo, no sólo desde la perspectiva neogerencial, sino también desde otros enfoques teóricos como el institucionalismo sociológico. Este auge en la investigación ha generado que el conocimiento sobre las reformas administrativas se enriquezca en los últimos años.

			En México estos estudios sobre reformas administrativas tienen ya su historia. Luis Aguilar Villanueva, uno de los pilares en el estudio de estos temas, señalaba:

			científicos y profesionistas mexicanos de la administración pública protagonizan un progreso de acumulación (y ruptura) crítica de conocimientos, que no tardará en dar fundamento riguroso a la teoría y al método de la ciencia público-administrativa en México (Aguilar, 1983: 361).

			Las instituciones de educación superior contribuyeron al desarrollo de la investigación por medio de publicaciones especializadas. La Revista de Administración Pública (RAP) del Instituto Nacional de Administración Pública A. C. (INAP) desde la década de los cincuenta ha publicado artículos relacionados con cambios en la administración pública. Por su parte, la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) y la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), por medio de sus revistas especializadas, Revista Mexicana de Ciencias Políticas y Sociales y Polis, respectivamente, han aportado a la investigación. De igual manera, Foro Internacional de El Colegio de México ha incluido temas político-administrativos. La aparición de algunas revistas especializadas sobre temas gubernamentales en recientes décadas como Gestión y Política Pública del Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) en los años noventa y, desde el sector privado, la revista Buen Gobierno de la Fundación Mexicana de Estudios Políticos y Administrativos A. C., han contribuido a ampliar la literatura sobre reforma administrativa. También se debe tomar en cuenta la vasta literatura mexicana existente en libros sobre este tema.

			Sin embargo, no hay un estudio que analice sistemáticamente la literatura académica sobre reformas administrativas que se ha producido en el país y que se publica en revistas especializadas. Mauricio Dussauge (2009 y 2009b) realiza un excelente análisis sobre la investigación en este tema, pero se enfoca principalmente en la literatura anglosajona. El objetivo de este trabajo es contribuir a llenar ese vacío. La revisión sistemática de la literatura sobre reformas administrativas permite conocer el desarrollo de la investigación mexicana sobre el tema e identificar sus alcances y limitaciones. El presente trabajo no es una revisión exhaustiva de la enorme cantidad de trabajos sobre el tema, pero tampoco es un mero recuento descriptivo de los textos. Siguiendo a Dussauge, lo que se ofrece aquí es un somero análisis de lo que esa literatura producida en México refleja.

			Las preguntas que se intentan contestar son: ¿cuáles son los temas sobresalientes?, ¿cuáles han sido los principales marcos teóricos que se han utilizado para entender la experiencia mexicana? y ¿cuáles son las principales aportaciones y limitaciones de la literatura en México?

			La revisión de la literatura se acotó a los artículos publicados por cuatro revistas especializadas en temas gubernamentales y políticos entre 1980 y 2014. El análisis inicia en la década de los años ochenta porque ese periodo coincide con la “era de reformas administrativas” en el mundo y, quizá por esa misma razón, también resulta uno de los temas que mayor interés despertaron en los estudiosos mexicanos. El periodo comprendido abarca más de tres décadas de la investigación producida en el país. Con respecto a las revistas, se eligieron aquellas que se enfocan en publicar temas político-administrativos y que cuentan con un proceso de revisión por parte de especialistas: Gestión y Política Pública, Revista de Administración Pública (RAP) y Foro Internacional, además de que estuvieran vinculadas a una institución de educación superior (IES). También se incluyó la revista Buen Gobierno, cuyo origen es una asociación civil de carácter privado, integrada por estudiosos de temas afines.

			Para la selección de los artículos, que no sólo se refieren a procesos de reforma administrativa propiamente dichos, se utilizaron los siguientes criterios: 1) modernización o reforma administrativa, se eligieron artículos que estudian la decisión de los gobiernos de introducir cambios en las estructuras administrativas, atribuyéndoles de alguna manera los problemas que aquejan y han aquejado a las administraciones públicas, al no haber podido responder con eficiencia, pertinencia y equidad a la demanda ciudadana; 2) formación y capacitación de funcionarios, los problemas de la administración también se les atribuye a los servidores públicos, por lo que se pusieron en marcha medidas encaminadas a la formación y capacitación de éstos para tratar de resolver o al menos paliar los problemas de la administración; de ahí que bajo este enfoque resulten importantes los estudios hechos sobre los servicios profesionales y que también podrían enmarcarse dentro de procesos más amplios de modernización o reforma administrativa; 3) relación con otros actores, las reformas administrativas cambian procesos, rutinas y relaciones de poder, son procesos políticos; de ahí que la selección de los artículos también refiera a las consecuencias del proceso modernizador y sus efectos en otros actores sociales.

			El artículo se divide en tres secciones. En la primera sección se muestra el desarrollo de la investigación en México sobre reforma administrativa, acompañada de algunos datos estadísticos. En la segunda sección se presenta la interpretación de los trabajos para identificar los alcances y límites de la literatura mexicana sobre el tema. En la última sección se exponen las conclusiones.

			EL DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN  SOBRE REFORMA ADMINISTRATIVA

			¿Qué es lo que se ha escrito sobre reforma administrativa en México durante los últimos años? Realizar una revisión exhaustiva de toda la literatura del tema en el país es, sin duda, una tarea que rebasa los alcances de este trabajo; nuestro objetivo es más modesto. En esta sección se presentan las estadísticas principales de la revisión y sistematización de los trabajos elegidos. Debemos aclarar que la muestra no representa la totalidad del universo de literatura sobre el tema, pues no se realizó con esa intención. La muestra es útil porque ofrece un panorama sobre los enfoques teóricos y métodos con los que se analizan los cambios administrativos.

			Se eligieron 107 artículos de las revistas mencionadas y se distribuyeron de la siguiente manera:

			[image: ]

			Sin duda, en la RAP se ha publicado la mayor cantidad de artículos sobre reforma administrativa. Esto no debe sorprender, puesto que de las cuatro revistas es la más especializada en temas administrativos y también la más antigua; en Foro Internacional se publican principalmente trabajos sobre temas internacionales; recordemos que aparece en 1960 para cubrir un vacío en el país y en Iberoamérica sobre estos temas y otras áreas afines (Ortega, 2010 y 2012). Gestión y Política Pública apareció en 1992, con el propósito de cubrir temas vinculados con gobiernos locales y experiencias prácticas. De la muestra, Buen Gobierno es en la que se ha publicado menos; esto se debe a que es la revista más reciente (su primer número se publicó en 2006). 

			Los académicos o personas afiliadas a Instituciones de Educación Superior (IES) (profesores, investigadores, candidatos a doctor, estudiantes) han escrito la mayoría de los trabajos sobre reforma administrativa en México. No obstante, los funcionarios públicos también han contribuido a esta literatura, sobre todo en la RAP. Para ponerlo en términos simples, la mayoría de las investigaciones sobre reformas administrativas en México se escriben por académicos y desde alguna universidad del país, 82% de los artículos se elaboraron en una IES nacional.

			¿Cuáles son los temas que han nutrido esta literatura? Utilizando los criterios mencionados, encontramos que la mayoría de los artículos elegidos tratan sobre modernización o reforma administrativa (66%), seguido de trabajos sobre la relación entre distintos actores y las consecuencias de estas reformas (20%); por último, los artículos sobre la formación y capacitación de servidores públicos ocupan 14%. Concentrémonos por el momento en los trabajos agrupados bajo el primer criterio. 

			El actor central en los artículos sobre modernización o reforma administrativa son los sucesivos gobiernos federales, puesto que en cada sexenio se han implementado reformas desde las agendas de este nivel de gobierno. Al respecto, José Juan Sánchez (2010) menciona que los cambios en la administración pública mexicana no son “productos de reformas deliberadas que han seguido una secuencia lógica”; los diferentes gobiernos federales, desde Luis Echeverría, han puesto en marcha programas administrativos que enfatizaron problemas puntuales de la administración pública que se intentaron resolver con métodos y técnicas diferentes. Las reformas que buscaban mejorar el aparato gubernamental en México se convirtieron en sinónimo de “desconcentración”, “descentralización”, “simplificación” y “modernización” administrativas.

			[image: ]

			No es sorprendente, por lo tanto, que los análisis de las reformas administrativas en México se enfoquen en estas etapas sexenales de cambios en el aparato gubernamental federal. Cipriano Flores (1983) señala que los intentos de mejora de la administración pública en México se ubican desde la primera mitad del siglo; utiliza como punto de partida el programa de gobierno del presidente Abelardo L. Rodríguez porque en él se expresa por primera vez en la historia gubernamental la idea de un plan anual operativo como estrategia y mecanismo para ejecutar el Plan Sexenal; además, se detallan reformas y mejoras en el aparato administrativo. A pesar de que durante el siglo XIX y XX se realizan cambios en el aparato gubernamental, los estudios sobre reforma administrativa se enfocan principalmente en los programas puestos en marcha sobe todo a partir de los gobiernos de los presidentes Luis Echeverría y José López Portillo (Pardo, 2009). La modernización administrativa se acepta en esa década como parte importante del proyecto político y deja el lugar subordinado que ocupaba en los sexenios pasados frente al desarrollo económico y la estabilidad política. A partir de los años setenta, la burocracia se convierte en una importante herramienta de negociación política y de cambio; este momento se identifica como la etapa de grandes reformas administrativas en México (Sánchez, 2009).

			Uno de los primeros temas que analizan los trabajos de la década de los años ochenta se relaciona con los procesos puestos en marcha por los gobiernos de la década anterior: la desconcentración y descentralización administrativas. Desde los setenta ocurrieron los primeros procesos sistemáticos de desconcentración, principalmente con el acuerdo presidencial de 1973 y con la publicación de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en 1976, una de cuyas premisas básicas consistió en la delegación de funciones y la desconcentración territorial. A medida que la desconcentración y descentralización se incorporaban como un solo proceso al discurso político, desde la academia se buscaba diferenciarlos. Para Carlos Almada, la descentralización es un proceso transformador que busca modificar la relación entre el Estado y la sociedad, que resulta de la identificación de una concentración de funciones y facultades, contrariamente a la desconcentración que tiene su origen y destino dentro del mismo Estado (Almada, 1986). Para Almada, es erróneo pensar que la desconcentración es la mejor vía para alcanzar los objetivos de la descentralización. Sin embargo, a pesar de las limitaciones que llegó a tener la desconcentración, se reconoció en ella una herramienta necesaria para atenuar el centralismo político de aquella época (Ríos, 1986; Dávila, 1986). Esa década, la de los años setenta, significó un reconocimiento sobre el nuevo papel que jugarían las reformas administrativas como recurso útil para realizar las tareas del Estado. Desde la academia mexicana también significó la reaparición de un objeto de estudio que se había desdibujado debido a difíciles coyunturas políticas por las que atravesó el país en las décadas pasadas.

			El gobierno del presidente Miguel de la Madrid trató de corregir, por medio de una reordenación administrativa y una propuesta de orden “moral”, los errores de las administraciones pasadas. La modernización administrativa era un elemento que no sólo procuraba hacer eficiente a los aparatos estatales, sino que debía servir como instrumento del desarrollo nacional (Ruiz Massieu, 1987). Los principales procesos que habrían de utilizarse para lograrlo fueron la descentralización y la simplificación administrativa. Desde la academia se mostraron experiencias concretas como el programa de simplificación del Departamento del Distrito Federal (Carrión Rodríguez, 1988) y también se analizaron herramientas específicas que se implementaron durante el gobierno del presidente De la Madrid, como fueron los primeros intentos encaminados hacia una evaluación de la función pública (Pardo, 1992). Otra de las medidas tomadas durante este sexenio fue el esfuerzo por reducir el sector paraestatal, lo que de manera retórica se conoció como redimensionamiento, orientado de manera fundamental a fortalecer la inversión del Estado, aunque disminuyera de manera notable el número de las empresas paraestatales. Esto no necesariamente significó la disolución de la supremacía estatal (Ruiz Dueñas, 1990). Sin embargo, los procesos de modernización administrativa en este sexenio se limitaron a una simplificación sin cambios de fondo, se aplazó la puesta en marcha de un servicio civil y se recortó el presupuesto debido a la presencia de una aguda crisis económica. El papel que se esperaba que tuviera la administración se fue diluyendo durante el transcurso del sexenio.

			La crisis de legitimidad, derivada de las elecciones de 1988, obligó al presidente Carlos Salinas a tomar medidas para recuperarla por lo menos ante una parte importante de la población. Una de esas medidas consistió en intentar minar el poder de los líderes sindicales por medio de procesos de descentralización. Estos procesos recibieron atención especial de la academia durante la década de los noventa. Por ejemplo, Merino (1996) señala que los procesos de descentralización en el país se fueron dando con mayor frecuencia y amplitud; sin embargo, el gobierno de Carlos Salinas usó esa decisión para poner en marcha el Programa Nacional de Solidaridad. Para Mauricio Merino, la descentralización de servicios como salud y educación fue muy limitada debido a que todavía se mantenía la supremacía de la Federación sobre los gobiernos locales. En este mismo sentido, Cardozo (1993) señala que la devolución de algunas facultades a los estados en el sector salud no respondió a una demanda por parte de estos gobiernos; lo que las entidades federativas buscaban era la descentralización del poder político. De igual manera, Cabrero et al. (1997) señalan que los saldos desiguales en las entidades se deben a que, en muchas ocasiones, éstas no contaban con los recursos materiales y humanos para hacer frente a los servicios que ahora recibían de la Federación y que, bajo ese nuevo esquema, se veían obligados a proveer.

			Durante el gobierno del presidente Carlos Salinas se implementó la denominada reforma del Estado que incluía cambios tanto en el sistema político que comprendía reformas encaminadas a modificar las relaciones del federalismo y del sistema electoral, como en el terreno económico; esto es, reformas que incluían liberalización econó­mica y claramente la reducción de la par­ti­ci­pa­ción es­ta­tal. La reforma administrativa, como señala Aguilar (1996), quedó marcada por estas dos decisiones del gobierno salinista. Sin embargo, la liberalización económica generó mayores cambios en la estructura administrativa con la privatización de empresas públicas y el nuevo impulso que se le dio al comercio; de ahí que la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial se reordenara para jugar un papel importante en la estabilidad económica (Noyola de Garragorri, 1989; Serrano Migallón, 1989). El sistema bancario también quedaría dentro de esta reestructura administrativa. Se registran trabajos sobre la desincorporación bancaria (Sánchez, 1991), la modernización de la Comisión Nacional Bancaria y la autonomía del Banco de México. A pesar de estos cambios, quedaban importantes asignaturas pendientes para modernizar la administración pública en México: el servicio civil de carrera seguía siendo el gran ausente.

			En el gobierno del presidente Ernesto Zedillo se reconocía, por lo menos de manera formal, la importancia del servicio civil. Además, la modernización administrativa adquiría mayor importancia al proponerse un programa ad hoc: el Programa de Modernización de la Administración Pública (Promap). Algunas de las acciones que se llevaron a cabo durante esta administración fueron reformas al sistema presupuestario, con lo que se trata de “establecer con mayor claridad las responsabilidades y las prioridades de la administración pública” y “expresar en términos de resultados qué se persigue con las actividades que se realizan, además de someter todo ello a un proceso de evaluación” (Gurría Treviño, 1999) Sin embargo, el ­Promap no logró cumplir con las expectativas que generó: los indicadores que se plantearon para evaluar la gestión no se diseñaron de tal manera que reportaran información útil y no se implementó un servicio civil a pesar de haber quedado consignado dentro del mencionado programa (Guerrero, 1998).

			La alternancia partidista en el Ejecutivo federal trajo consigo expectativas sobre un cambio en la vida política del país. Las elecciones del año 2000 se vieron como una posibilidad en la alternancia de partidos en el ejercicio del poder político encaminada hacia el fortalecimiento de la vida democrática del país. Para responder a estas expectativas, el presidente Vicente Fox planteó una agenda reformadora que proponía cambios a la administración pública para atender las demandas democratizadoras. La propuesta modernizadora de Fox se cristalizó en la Agenda de Buen Gobierno (ABG). Esta propuesta tendría un sesgo gerencial (Pardo, 2007). La ABG planteó seis estrategias que no se interrelacionaron del todo; a esto, se sumó el retraso en la implementación de las estrategias; algunas de ellas se plantearon al iniciar el gobierno, pero se desarrollaron hasta 2004, a dos años de que concluyera el sexenio, lo que sin duda limitó los alcances de la agenda. 

			No obstante, durante el gobierno de Vicente Fox se publicó en 2003 la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal (LSPCAPF). Aunque esta idea no era nueva —cabe recordar que ya existían sistemas profesionales como el de la Secretaría de Relaciones Exteriores, por mencionar sólo uno—, por primera vez se instauraba un servicio civil para la Administración Pública Federal. Desde la academia se apoyó la idea de contar con un servicio civil en el ámbito federal; se confió, se mostró interés y quizá hasta se idealizaron los beneficios de sistemas como éste. Sin embargo, el poco apoyo de los implementadores para instaurarlo (Dussauge, 2007) y el grado de idealización en sus beneficios, contribuyeron al desencanto de una buena parte de los académicos, al menos en relación con la forma en la que se planteó y operó en las primeras etapas.

			El desarrollo de la literatura sobre la formación y capacitación de funcionarios ha ocupado un lugar importante en la literatura sobre modernización y reformas administrativas. A principios de este siglo, la academia mexicana tuvo un interés renovado en los servicios civiles, motivado por lo propuesto en la AGB. Sin embargo, antes de la instauración en el ámbito federal, ya se escribía sobre servicios civiles en México. El interés de aquel entonces era también una preocupación práctica: el servicio civil era un elemento ausente en las reformas administrativas de sexenios pasados. Toca ahora analizar el desarrollo de la literatura de nuestro segundo criterio.

			La idea de servicio civil no fue novedosa con el sexenio de Vicente Fox; antes hubo intentos fallidos de instaurarlo. Durante el sexenio de Miguel de la Madrid se advierte un intento por implementar un servicio civil mexicano cuando se le encargó a la Dirección General de Administración de Personal del Gobierno Federal la puesta en marcha de un programa con el objetivo de administrar sueldos, catalogar puestos y elaborar un modelo de servicio civil. No obstante, el proyecto no prosperó, no superó las etapas de elaboración del anteproyecto de ley. Los resultados que se obtuvieron no fueron más que una reestructuración en el catálogo de puestos, ajustes de salarios y modificación en el sistema de pensiones. El presupuesto limitado que se le asignó al programa y la prioridad por estabilizar la economía debido a la crisis hicieron que el proyecto de servicio civil se aplazara y olvidara.

			Desde la academia, la ausencia de este sistema como objeto de estudio en el gobierno federal imponía restricciones obvias al desarrollo de la literatura sobre el ser­vicio civil en México. Esto no significó de ninguna manera que no hubiese investigación al respecto. Encontramos, por ejemplo, análisis comparativos de otras experiencias internacionales. Pardo (1995) analizó los casos de Francia, Inglaterra y Estados Unidos; agrega tres dificultades para analizar el servicio civil en México: primero, la multiplicidad de conceptos y términos que identifican a la función pública en la legislación mexicana, además de falta de precisión sobre su estatuto jurídico, estabilidad en el empleo y la inexistencia de una relación entre la formación universitaria y la carrera administrativa. De manera similar, Sun Kim (1999) estudia las diferentes reformas aplicadas a la administración de recursos humanos en países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos para identificar algunas tendencias como: la delegación de la responsabilidad del gobierno central en los diferentes gobiernos subnacionales, agencias y administradores; el desarrollo de políticas y prácticas más flexibles de salarios y condiciones de trabajo; y un énfasis en la administración del desempeño, en la capacitación y desarrollo. 

			En los años noventa, la instauración de servicios civiles en algunos sectores tanto de dependencias descentralizadas como de algunos órganos desconcentrados de la APF también fue objeto de interés por parte de algunos investigadores; Guerrero (2001) describe el Sistema de Especialistas en Hidráulicas de la Comisión Nacional del Agua implementado en 1990. Para este autor, este sistema se puede catalogar como un servicio civil porque incluyó los aspectos más importantes que caracterizan a estos esquemas, como procesos metodológicos de reclutamiento y selección, incentivos para continuar dentro del sistema, fomento de la capacitación, una estructura que permitiría el ascenso de los especialistas y un sistema de evaluación del desempeño; Robledo (2001) analiza el Servicio Profesional Agrario de la Procuraduría General Agraria creado en 1994, alerta sobre la ausencia de un servicio civil en todas las dependencias del gobierno federal y también revela que aquellas dependencias, desconcentradas y descentralizadas, que sí cuentan con uno no tienen cabal certidumbre sobre su funcionamiento. Además de estos casos, encontramos estudios de servicios civiles en la Cámara de Diputados (Hernández, 2004), en el Servicio de Administración Tributaria (Sánchez, 2001) y en el Instituto Federal Electoral (Méndez, 2001).

			Como se mencionó anteriormente, desde la academia se apoyaba la idea de instaurar un servicio profesional en el resto de la administración pública. Méndez (2001) menciona algunos beneficios del servicio profesional: asegura que los servidores públicos trabajen para al­canzar metas gubernamentales; garantiza que existan mecanismos de supervisión, control y sanción para prácticas indebidas; establece un marco para políticas públicas bien diseñadas, implementadas y evaluadas; mejora la respuesta de la gestión a las demandas sociales. Se ha señalado también que un servicio civil en México era necesario, o era el recurso más valioso, para profesionalizar la administración y la función públicas. Dussauge (2002 y 2005) advierte sobre este “entusiasmo” no sólo desde la academia sino también desde el mundo político; menciona que “nuestro ambiente nacional expresa su convencimiento en que el servicio civil es la clave modernizadora que permitiría acabar con todos los males administrativos”; y aunque reconoce beneficios en la implementación de servicios civiles en el mundo, en un estudio comparativo muestra también los problemas que pueden llegar a tener estos esquemas: los concursos de ingreso imparciales y objetivos no siempre aseguran el reclutamiento de funcionarios más competentes y de mayor mérito; existen dilemas como la formación de funcionarios especialistas o de un carácter más general y, entre otras más, aparecen dificultades de los sistemas de evaluación, puesto que pueden ser resultado de una negociación más que de una valoración objetiva. En el mismo sentido, Carrillo y Campero (2004) también analizaron las “experiencias exitosas”, pero advertían que la simple imitación de mejores prácticas no resultaba suficiente para la instauración de un servicio profesional. En términos generales, tanto los académicos como algunos políticos vieron con simpatía la idea de la instauración de un modelo de servicio civil en México, aunque las opiniones fueron desde entusiastas, pasando por moderadas, hasta cautelosas en términos de los potenciales beneficios que se obtendrían con su instauración. 

			Más adelante y a partir de los limitados resultados de la instauración del servicio se escribió, entonces, sobre el desencanto que esto provocó (Fócil, 2009). Rafael Martínez Puón hizo alusión a estos resultados en varios trabajos (2006, 2008 y 2011). Tres años después de la implementación del Servicio Profesional de Carrera (SPC) aparecieron claras debilidades: no existía un catálogo general de puestos, ausencia de una política salarial, concursos desiertos, uso excesivo del artículo 34,[2] resistencias para la capacitación en línea, entre muchos otros. Además, se señalaron otros problemas que aquejaban al SPC, como son que las pruebas para el ingreso e incluso para la capacitación estuvieron diseñadas copiando pruebas similares que se aplicaban en otros países, notablemente en los Estados Unidos. Estos resultados, sumados a la falta de un vigoroso liderazgo por  parte del presidente Vicente Fox y, después, la nula prioridad que se le concedió al tema de profesionalización durante el gobierno de Felipe Calderón,[3] hicieron que el SPC fuera, en palabras de Martínez Puón, una historia de intenciones buenas, pero con resultados decepcionantes.

			Una de las ideas detrás del SPC era romper con una de las prerrogativas históricas del Poder Ejecutivo durante la época del régimen de partido dominante: la capacidad de premiar y castigar mediante la asignación de puestos públicos. Sin embargo, el Servicio Profesional no pudo acabar con esta práctica. El uso excesivo del artículo 34 es una señal de esto; además, se dictaminó en Cámara de Senadores en 2012 modificar los términos en los que había quedado diseñado ese modelo de profesionalización, de suerte tal que se eliminaría la posibilidad de que los servidores de carrera pudieran acceder al puesto de director general, adjunto y homólogos. Esta decisión debilitaba al servicio de carrera, puesto que el escalafón resultaba un mecanismo menos atractivo como generador de incentivos para que los servidores públicos hicieran una carrera en la APF. La reforma, sin embargo, afectó actores y modificó algunos equilibrios en la administración, pero no fueron suficientes para terminar con la prerrogativa histórica. 

			¿Por qué se instauró el SPC si no limitó la capacidad de premiar y castigar, ni tampoco ha servido para profesionalizar la función de tal manera que resultara útil para responder a la demandas de la ciudadanía? La respuesta la encontramos en el contexto político. La alternancia en el poder, principalmente en el Congreso, rompió con el monopolio en la formulación de políticas públicas que tenía el partido dominante al perder la mayoría absoluta (Romero, 2010). Esto nos recuerda que las reformas en la administración pública son procesos políticos: hay perdedores y ganadores. 

			Nuestro tercer criterio de selección se relaciona con esto último: las consecuencias de las reformas administrativas sobre otros actores, tanto de la administración pública como fuera de ella. Los estudios elegidos en este apartado se enfocan principalmente a analizar los procesos de privatización y la relación entre el gobierno con uno de los actores, los empresarios. Carlos Arriola y Juan Gustavo Galindo (1984) nos ofrecen un análisis sobre las relaciones entre los empresarios y el sexenio de José López Portillo. Señalan que el gobierno ya en funciones (y en lo personal el presidente López Portillo), asumió de entrada una clara política conciliatoria con los grupos empresariales, además de que las perspectivas favorables de la economía mexicana ayudaron a generar un clima de mayor confianza; los primeros ingresos por la venta de energéticos se recibieron en 1979. Esta situación alejó la “incertidumbre y la desconfianza” que los empresarios sintieron en los últimos años del gobierno anterior. El 15 de junio de 1979, las organizaciones empresariales publicaron un manifiesto en la prensa nacional suscrito por todos los dirigentes empresariales, en el que de manera explícita apoyaban la “alianza para la producción”. Nuevamente, durante el tercer informe de gobierno, el sector privado manifestó su confianza en la política presidencial. A lo largo de 1981, las declaraciones de los líderes empresariales no sólo continuaron en la misma dirección, sino que adoptaron un tono que podría calificarse de eufórico en su apoyo al presidente. La confianza de los empresarios en esa política se acentuó al acercarse el proceso de la sucesión presidencial. Sin embargo, esta confianza fue menos clara por lo que se refiere a la política económica propiamente dicha. Los dirigentes mantuvieron una posición por lo general ambigua. Ante la inflación los banqueros se mostraron cautelosos y los partidarios de una política de gasto público elevado fueron primordialmente los comerciantes, como era de esperar. Las reservas frente a la política económica del gobierno no desembocaron en críticas abiertas, pero se acentuaron hacia finales del sexenio, conforme se agudizaban los problemas y se acercaba la crisis que todos presentían pero que, salvo excepciones, la mayoría no quiso aceptar.

			Al iniciarse 1982 se manifestaron claramente las deformaciones que en el muy corto plazo se presentarían en la economía y los posteriores efectos explosivos, resultado de la crisis del sector financiero. En la reunión empresarial conocida como “Atalaya”, celebrada en Guadalajara en enero de 1982, los principales dirigentes empresariales advirtieron al gobierno, respetuosa pero claramente, que podría haber un desenlace desfavorable si las tendencias existentes de la política económica continuaban por la senda emprendida por el gobierno. Así fue; a principios de 1982, incluso los no especialistas intuyeron la devaluación y se generalizó la fuga de capitales, por lo que el gobierno no pudo seguir financiando el déficit que causaba la sobrevaluación del peso en un mercado de libre cambio. En un discurso pronunciado el 7 de agosto ante las principales organizaciones patronales y obreras, el gabinete y los directores de los medios de comunicación nacionales, el presidente expuso las razones para implantar el sistema cambiario múltiple, “inevitable para no agotar las reservas del banco central”.  Aprovechó la oportunidad para atacar a los empresarios por su falta de competencia y para subrayar el hecho de que el sector público fue el único que introdujo divisas al país. El golpe final a los empresarios fue dado por decretos para nacionalizar la banca y establecer el control de cambios.

			Rogelio Hernández (1986) analiza las relaciones entre el gobierno federal y los empresarios durante el periodo posterior a la nacionalización bancaria. Señala que estas relaciones cambiaron “sensiblemente”, debido a la desconfianza previsible del sector privado hacia el Estado, desconfianza que habría de traducirse en oposición a los designios presidenciales. La estrategia del empresariado durante este sexenio consistió en una clara posición para limitar la intervención estatal en la economía y modificar las bases que permitían fortalecer su autonomía. La crítica, entonces, estuvo dirigida contra el sistema político en su conjunto. Al tomar posesión como presidente de la República, Miguel de la Madrid propuso una serie de medidas que, si bien buscaban solucionar la crisis económica, se estructuraban a partir de una premisa política: la conciliación con el sector privado. El presidente tranquilizó los ánimos de los grupos empresariales al hacer explícito que no se buscaba estatificar, aceptando que el Estado podía replegarse de sectores estratégicos en los que por diversas circunstancias históricas había intervenido, quizá hasta en exceso. Lo que se buscaba era un equilibrio que resguardara para el Estado un ámbito exclusivo, asegurando al sector privado que éste no se ampliaría. Esta buena voluntad se confirmó con las resoluciones vinculadas con el principal punto de discordia: la banca. La siguiente tarea fue la indemnización de los banqueros.[4] Cubierta la indemnización y parcialmente reprivatizada la banca, sólo quedaba decidir el futuro de las empresas vincu­ladas con el sector bancario. Bajo el argumento de que el Estado no retendría activos que no fueran indispensables para el servicio bancario, en marzo de 1984 se inició la venta de 341 empresas, de las cuales en 105, cuyos rubros diversos comprendían casas de bolsa, minería, química, construcción o alimentos, la posesión accionaria fluctuaba entre 30 y hasta 100%, lo que resultaba más que suficiente para controlar las compañías y, en algunos casos, normar parcial o totalmente las áreas en las que operaban. Para julio del mismo año, el secretario de Hacienda y Crédito Público anunció que se había consolidado la transferencia de 80% de las empresas. La conducta de los empresarios demuestra que, lejos de observar la política de conciliación como vía de entendimiento, la consideraron como un incentivo para hacer valer sus intereses. El gobierno se obstinó en creer que, mediante concesiones, podría establecer la concordia con el sector privado; lo que en realidad sucedió es que el sistema político se vio claramente debilitado. 

			Sin embargo, las relaciones cambiarían con el siguiente presidente. Carlos Salinas, apunta Carlos Alba (1996), logró un consenso con los empresarios durante los primeros años de su gobierno debido a las transformaciones económicas que llevó a cabo: la reforma al artículo 27 que abrió la puerta a la privatización de las tierras ejidales.[5] Sin embargo, no en todos los ámbitos logró este consenso con la clase empresarial. El nuevo modelo económico basado en la internacionalización y el comercio afectó de manera distinta a los empresarios. Mientras unos pudieron hacer frente a la apertura comercial, se internacionalizaron y su fortuna creció, otro grupo, en especial la pequeña industria, apenas sobrevivió al proceso de liberalización. Los asesinatos políticos de José Francisco Ruiz Massieu, Luis Donaldo Colosio y el cardenal Posadas, el levantamiento armado de Chiapas, la crisis a finales de 1994, crearon un clima de desconfianza al final del sexenio de Carlos Salinas; esta desconfianza generó fuga de capitales, compra de dólares y, posteriormente, la devaluación del peso.

			Como se observó, las relaciones con el empresario y el gobierno federal estuvieron fuertemente marcadas por el contexto económico. La privatización hizo evidente la necesidad de crear mecanismos de coordinación con el sector privado para el diseño, planeación, operación, administración y financiamiento de proyectos gubernamentales (Villagómez, 1995). Sin embargo, los empresarios no siempre vieron con buenos ojos los cambios administrativos que se llevaron a cabo, lo que los llevó a presionar al gobierno cuando éste los llevaba a cabo. Miguel de la Madrid tuvo que lidiar con la desconfianza, viéndose obligado a proponer una nueva estrategia después de la nacionalización bancaria, que desembocó en su privatización. Carlos Salinas necesitaba el apoyo de estos grupos para generar los cambios económicos que deseaba, aunque los empresarios no apoyaron de la misma manera e intensidad la forma en que se llevaría a cabo la liberalización económica.[6] En síntesis, en los años ochenta, década de crisis, los empresarios condicionaron sus apoyos en función de los beneficios que cada grupo intercambiaría con cada uno de los gobiernos de ese periodo. 

			Los cambios administrativos de los decenios de los ochenta y noventa afectaron también a otros actores. Los gobiernos municipales tuvieron que hacer frente a los procesos de descentralización de servicios, en particular los de salud y educación. Como se mencionó, éstos no siempre contaron con la capacidad técnica y de recursos humanos para enfrentar los retos de la administración de los servicios que la Federación les transfería (Cabrero et al., 1997). Dentro de la llamada reforma del Estado, se buscaba que el municipio fuera el orden de gobierno más cercano a la ciudadanía y, por ende, la primera vía de canalización de las demandas de la sociedad. Arellano y Rivera (1999) analizan este supuesto sobre el rediseño de las políticas por medio de la participación ciudadana en algunos municipios del país. Sin embargo, concluyen que la participación social no constituyó un elemento de gestión municipal, puesto que los integrantes de los gobiernos locales no consideraron este mecanismo como un insumo sustantivo para apoyar la ejecución de proyectos y programas. 

			El desarrollo de una parte de la literatura sobre reforma administrativa ha estado fuertemente vinculado a la evolución histórica del país. Los cambios administrativos de los distintos gobiernos y sus distintas agendas y proyectos han contribuido al desarrollo de temas, aunque de manera desigual. Esto último no es sorprendente si se toma en cuenta uno de los anclajes teóricos del país. Ricardo Uvalle (1994 y 2008) señala que la administración pública, como objeto de estudio y práctica profesional, no es ajena a los cambios históricos del Estado y de la sociedad. 

			A continuación, analizaremos los alcances y límites de esta literatura, y hasta qué punto ha servido para explicar cabalmente los fenómenos administrativos.

			APORTACIONES Y LÍMITES DE LA INVESTIGACIÓN  SOBRE REFORMA ADMINISTRATIVA EN MÉXICO

			La literatura sobre reforma administrativa en el país ha mantenido una trayectoria similar a la literatura internacional que analiza Dussauge (2009). Si bien se ha avanzado en términos informativos y analíticos, aparecen limitaciones metodológicas y teóricas que han reducido el poder explicativo y la capacidad de generar teorías generales sobre el cambio administrativo mexicano. Siguiendo a este autor, señalaríamos algunas de las limitaciones en la literatura mexicana.

			¿Cuáles han sido los métodos que se han utilizado en México? Identificamos por lo menos cuatro metodologías importantes. Primero, ensayos o análisis sobre reforma administrativa que consisten en textos que buscan informar y relatar los cambios ocurridos en la administración pública, principalmente en la administración federal. Estos textos ofrecen una explicación sobre los cambios emprendidos por los distintos gobiernos. Segundo, estudios de casos, en los que se describen o analizan los cambios ocurridos en ciertos sectores específicos de la APF o en algún gobierno subnacional. Tercero, textos teóricos que buscan contribuir al desarrollo conceptual y explicativo sobre las reformas administrativas. Por último, estudios comparados que, a partir del análisis de experiencias internacionales o locales, pretenden obtener lecciones para México.

			[image: ]

			La mayoría de los artículos son estudios de caso cuya temática varía ampliamente: primero, encontramos aquellos que analizan cambios en dependencias de la APF, por ejemplo, la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial (SECOFI) (Carrión Rodríguez, 1988; Argüelles, 1995; Noyola de Garragorri, 1989) y la Secretaría de Salud (Ruiz Massieu, 1987). Segundo, artículos que analizan programas específicos de modernización (Solórzano, 1985; Rivera, 1990; García, 1999). Tercero, aquellos que trabajan sobre cambios en organismos autónomos (Alanís y Gutiérrez, 2010); o en el  Poder Legislativo (Hernández Quintana, 2004) y en órganos reguladores (López Ayllón y Haddou Ruiz, 2007). También aparecen trabajos que tratan sobre las reformas de gran calado en la administración pública. En este tipo de artículos se estudia no solamente las reformas en el ámbito federal, también hay artículos que indagan en otros órdenes de gobierno. Por ejemplo, Olmedo (2009) analiza la reforma administrativa en los municipios mexicanos de la década de los años ochenta y señala que ha tenido un efecto contrario al que quería producir; Tamayo y De Haro (2004) analizan los procesos de regulación en este mismo nivel de gobierno. 

			Los textos teóricos representan 16% de nuestra muestra. Algunos textos de este tipo tratan de vincular los cambios administrativos con procesos amplios como la de­mo­cra­ti­za­ción (Kahn, 2001) o el desarrollo económico (Verduzco y Sánchez, 2000). Otros autores discuten los presupuestos teóricos de enfoques administrativos recientes, principalmente de la NGP (Arellano y Cabrero, 2005; Ospina, 1993). Los artículos sobre experiencia internacional son los menos (sólo 10%); los casos estudiados en estas investigaciones se enfocan mayoritariamente a países europeos (Wright, 1998; Dussauge, 2005b; Laegreid, 2000; Velasco, 2006). El análisis de otros casos es escaso, lo que implica una limitación de la literatura, pero que también se relaciona tanto con la selección de casos como con el sesgo analítico.

			Limitaciones 

			A pesar de los avances que ha habido en el desarrollo de la investigación sobre reforma administrativa, y que aparece un mayor número de trabajos sobre el tema, éstos vuelven a resultar narrativas sobre estos cambios, y sigue apareciendo un menor número de trabajos que analicen experiencias tanto locales como internacionales. 

			En el primer caso, los ejemplos expuestos en el ámbito nacional refieren prioritariamente al gobierno federal. Esto es resultado de que los grandes proyectos de modernización administrativa o reforma se han impulsado desde ese orden de gobierno y los cambios afectan principalmente a la APF. En la medida en la que los procesos de reforma afectan a los gobiernos subnacionales, como la descentralización administrativa de servicios, la literatura académica se enfoca a analizar estas consecuencias. Sin embargo, no se mantiene el mismo interés a lo largo del tiempo, debido a que otros temas aparecen como prioritarios en la agenda reformista del gobierno. Existe también lo que puede denominarse como interés “golondrino” o incluso “moda”, que favorece que la atención de los investigadores se concentre sólo durante algún periodo limitado de tiempo; por ejemplo, la descentralización durante los noventa y el servicio civil, transparencia y combate a la corrupción durante los primeros años del nuevo siglo. Una segunda razón se relaciona con una cuestión práctica, el acceso a fuentes de información; es muy probable que ésta resulte más accesible en el gobierno federal. Además, debemos advertir un posible sesgo derivado de la muestra de trabajos que elegimos: la mayoría de las revistas especializadas y de los autores están afiliados a universidades del centro del país, es decir, el gobierno federal se encuentra más presente en esa región del país.

			La concentración del estudio en el gobierno federal impone una limitante obvia y lógica para el desarrollo de la investigación: falta de información sobre casos de reformas administrativas en gobiernos locales. La falta de literatura al respecto que explique el porqué de los cambios, si es que los hay en administraciones locales, nos lleva a plantear una serie de preguntas que pueden servir como guía para investigaciones futuras: ¿se han llevado a cabo reformas integrales y coherentes en las administraciones públicas de gobiernos subnacionales? Si la respuesta es negativa, ¿cuáles son las razones o limitantes de estos gobiernos para que no puedan emprender este tipo de reformas?; ¿hasta qué punto la relación entre Federación y gobierno local influye en los cambios administrativos del segundo por medio de transferencias de recursos y de la transmisión de conocimiento? Si la respuesta es positiva, ¿cuáles son las explicaciones detrás de estos cambios?; ¿qué factores influyen en la adopción de cambios en el interior de un gobierno estatal y municipal? Si bien existe un importante número de investigaciones sobre gobiernos subnacionales como las que ha hecho el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) sobre experiencias en los municipios, es necesario avanzar en modelos explicativos y teóricos sobre estos cambios administrativos que logren profundizar en el análisis de lo que puede contener un reporte de investigación. 

			También encontramos un número limitado de ejemplos internacionales. Los países de Europa son los que más se analizan y apenas contamos con un artículo sobre Oceanía (Bustos, 2008) y otro sobre América Latina (Medellín, 1996); países africanos y asiáticos no se estudian dentro de la muestra. Se podría argumentar que este número limitado de casos se debe al sesgo de la muestra de artículos de las cuatro revistas especializadas; no obstante, ­Dussauge (2009b) encuentra la misma limitante en la literatura comparada sobre reformas administrativas y sugiere que:

			La primera y más obvia explicación podría ser que la selección en realidad no resulta representativa, sino que está sesgada, ya sea por los textos incluidos o porque se enfoca en libros y no en artículos académicos, que suelen ofrecer una mayor variedad de experiencias nacionales (p. 458).

			Aunque es cierto que los artículos académicos pueden ofrecer mayor variedad y principalmente mayor actualidad en los temas, la “selección” parece ser una característica presente tanto en la agenda de investigación de México como en la internacional. Mauricio Dussauge ofrece una serie de explicaciones sobre esta situación que se podrían aplicar al caso nacional, por ejemplo, dificultades lingüísticas, acceso a la información y un path-dependency; es decir, aquellos países que ya se han estudiado y que se vuelven a estudiar bajo los presupuestos de cada ola reformista.

			Otra consecuencia del número limitado de casos es que la interpretación de las reformas administrativas “se ha desarrollado en términos de hasta qué punto pueden explicarse o describirse en relación con la NGP o no” (Dussauge, 2009b: 462). Parte de las explicaciones de reforma que brinda la literatura en México se basan en la convergencia o no de la adopción de modelos por medio de la difusión de políticas (Lynn, 1996; Nunberg, 1998; Kim, 1999; Shand, 1996; Christensen y Laegrid, 2001; Penagos, 2008; Carrillo y Campero, 2004). Esta perspectiva se enfoca en la difusión de políticas como herramienta del cambio que se centra en la transmisión de ideas como factor principal. Por ejemplo, Nunberg (1998) argumenta que el éxito de las reformas administrativas depende en cierta medida de la motivación adecuada que promueva su provocación. Uno de los incentivos para generar reformas administrativas es el llamado “efecto demostrativo” que ejerció la ola reformista gerencial en países industrializados. Recientemente, han aparecido trabajos que se han alejado de este tipo de explicaciones y señalan que estas reformas adoptadas en México basadas en la NGP fueron tímidas ya que el contenido de los cambios realizados se orientó a otros objetivos (Cejudo, 2007a). Si bien es cierto que los trabajos que analizan la difusión de políticas es relevante, 

			se han relegado otras discusiones igualmente importantes, como por qué razones se implementan reformas que no resultan congruentes con las tradiciones administrativas nacionales, hasta qué punto las iniciativas impulsadas han contribuido o no a resolver las carencias sociales o administrativas de los países reformadores, o por qué ciertos países han retomado algunos de los elementos de la NGP y no otros (Dussauge, 2009b: 463).

			La investigación en México sobre reformas administrativas ha adoptado modelos teóricos y explicativos para entender los cambios llevados a cabo en el país. Por ejemplo, Romero (2010) analiza la reforma del servicio civil por medio de dos modelos explicativos de “equilibrio interrumpido” de Baumgartner y Jones y el de “flujos múltiples”. Pineda (1994) utiliza el modelo de Bahl, que sugiere tres determinantes para explicar la descentralización fiscal en México: desarrollo económico, área del país y propensión de dar menos poderes a los gobiernos locales. Desde la teoría de las organizaciones, Rousseau (2006) y Arellano y Lepore (2009) analizan los cambios en la política de hidrocarburos y en materia de transparencia, respectivamente. 

			La investigación sobre el tema en México se ancla teóricamente a enfoques sociológicos, de elección racional, de institucionalismo histórico y de difusión de ideas. A pesar de la adopción de diferentes modelos explicativos provenientes de estos enfoques para explicar los cambios en México, no contamos con un modelo que intente reconciliar los diferentes enfoques; tampoco contamos con un modelo explicativo propio. ¿Es necesario desarrollar un modelo propio mexicano? Ya sabemos que durante las olas de reformas basadas en la NGP, estos preceptos no se aplicaron coherentemente en ningún país y, en muchas ocasiones, la motivación de realizar estas reformas se debió a factores internos, como la democratización y la liberalización económica, más que a un proceso de difusión de ideas (Cejudo, 2007b). Un modelo que no tome en cuenta estas particularidades limitará el alcance de las explicaciones que se puedan ofrecer. 

			CONCLUSIONES

			En la trayectoria histórica de la administración pública en México, como disciplina y como ámbito de la acción pública, se pueden observar momentos o etapas que ilustran de manera más clara una suerte de evolución. La administración pública federal, más que las administraciones estatales, ha evolucionado de manera paralela a la discusión académica en la materia; los investigadores mexicanos incluso han retomado el debate internacional. Esto es, las etapas de la historia reciente de la administración pública federal en México se corresponden, casi paralelamente, con las corrientes académicas que han surgido en la ciencia de la administración. El vínculo entre las experiencias nacionales de reformas administrativas y las corrientes internacionales son los profesores y estudiosos mexicanos de este particular campo de estudio. 

			De ahí que, como resulta evidente en el cuerpo de este capítulo, desde las reformas de las décadas de los setenta y ochenta, que intentaron impulsar una propuesta de operación más racional de los aparatos administrativos, hasta las reformas administrativas que introdujeron los conceptos de evaluación de políticas públicas y medición del desempeño, pasando por las reformas neogerenciales de los años noventa, han estado permeadas por la influencia del debate académico internacional. 

			Para concluir, habría que hacer énfasis en esta última idea. La discusión académica en México acerca de modernización y, en general, de prácticas administrativas ha sido esencial para el ámbito gubernamental, pues ha influido en los derroteros del debate público, logrando tener incluso un cierto impacto en los gobiernos para introducir reformas que han modificado paulatinamente el funcionamiento administrativo de los sucesivos gobiernos. 

			Desde este punto de vista, es posible decir que la evolución de la administración pública mexicana no se explica sin la influencia de las corrientes teórico-metodológicas que han surgido en el ámbito académico internacional, puesto que un cuerpo robusto de profesores, investigadores e incluso administradores públicos de profesión se han encargado no sólo de recuperar esas propuestas teóricas, sino de adecuarlas, enriquecerlas con las particularidades del caso y modificarlas, logrando con ello alterar, aunque sea en una proporción menor, la realidad administrativa del país.
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			NOTAS AL PIE

			
				
					[1] Egresado de la licenciatura en Política y Administración Pública de El Colegio de México.

				

				
					[2] Como señala J.L. Méndez, este artículo establece una excepción, de extrema necesidad (emergencia), para el ingreso por concurso. “En los últimos tres años del gobierno de Fox hubo 2 290 nombramientos por el artículo 34 (1 435 en 2004, 422 en 2005 y 433 en 2006)”.

				

				
					[3] El Programa para el Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal 2008-2012 se empezó a elaborar en 2007 con el objetivo de garantizar la operación integral del Sistema; no obstante, su publicación se autorizó hasta 2010 y es hasta el 30 de julio de 2012, cinco meses antes de que acabe el sexenio, cuando se publica en el Diario Oficial de la Federación. Esto constituye una clara evidencia del poco interés que tuvo este tema para el gobierno de Felipe Calderón.

				

				
					[4] Mucho se ha dicho sobre la generosidad con que se cubrió el valor de las instituciones financieras. Un primer criterio fue que la indemnización se determinaría atendiendo a la participación de los propietarios en cada organismo, dato que se reflejaba en su capital contable. Si se hubiera seguido este procedimiento, el monto habría sido de 68,520 millones de pesos. El mecanismo adoptado al final fue distinto: se consideraron los datos contables y fiscales de cada institución para establecer un capital contable “ajustado”, sin que se precisaran los criterios de ese ajuste. El monto por pagar que se informó en la segunda reunión de la banca fue de 93 mil millones de pesos, 36% más de lo establecido en 1982. Otro signo de buena voluntad fue la rapidez con que se realizó el trámite; para el día de la primera reunión de la banca, Jesús Silva Herzog, secretario de Hacienda y Crédito Público, informó que se había garantizado el pago en 92% de las instituciones.

				

				
					[5] Los temas que recibieron un amplio consenso fueron, según C. Alba: la reforma del Estado, la venta de empresas paraestatales, privatización, la desnacionalización de la banca, el reconocimiento de un sistema fiscal inestable y preocupación sobre el incremento de la economía informal. 

				

				
					[6] También podemos observar resultados muy pobres de los procesos de privatización, por ejemplo, G. García (2004) evalúa el impacto de la privatización de las telecomunicaciones y concluye que estos procesos no necesariamente incentivaron el desarrollo del sector, sino que, incluso, en algunos casos contribuyeron a disminuir su competitividad. 

				

			

		

	
		
			
			II. TRES DÉCADAS DE REFORMAS ADMINISTRATIVAS EN MÉXICO 

			Guillermo M. Cejudo

			María del Carmen Pardo 

			INTRODUCCIÓN

			Las reformas administrativas en México han tenido objetivos ambiciosos, ya sea vinculados con el proceso de democratización, con el ajuste a un nuevo papel del Estado o con un proyecto modernizador (Pardo, 2009; Dussauge, 2008; Cejudo, 2008). Los gobiernos que las han emprendido lo han hecho con la intención de buscar una administración pública más moderna, más eficaz, más democrática o más capaz. 

			En los últimos años, ha habido reformas constitucionales en materia de transparencia, evaluación, fiscalización, contabilidad, indicadores y archivos que inciden de manera directa en la forma de operar de la administración. Ha habido reformas legales sobre estas y otras materias, incluida la estructura orgánica de la administración. Se han lanzado programas dirigidos a modernizar la administración (Programa de Modernización de la Administración Pública, Promap, con Ernesto Zedillo), modelos para la innovación (con Vicente Fox), planes de mejora de la gestión (con Felipe Calderón) y en el gobierno actual un Programa por un gobierno “cercano y moderno” (con Enrique Peña Nieto). Se intentó insertar la lógica de reclutamiento meritocrático con el servicio profesional de carrera. Se han creado nuevas instituciones de transparencia (IFAI), evaluación (Coneval) y fiscalización (ASF). Se han emitido varios decretos de austeridad y lineamientos para volver más ágil y competente el sector público. Pese a esta ambiciosa agenda reformista, los resultados no han estado a la altura de las expectativas. La administración pública federal ha enfrentado cruzadas contra la corrupción, esfuerzos simplificadores, talas regulatorias, proyectos de mejora y planes innovadores, pero no ha habido un diseño deliberado sobre el tipo de administración pública deseable para el México democrático, plural y federal del siglo XXI.

			En efecto, las reformas no han sido producto de una decisión deliberada sobre el diseño integral de la administración pública. Las reformas han respondido a lógicas contrapuestas. Algunas decisiones sobre la administración pública han sido intentos por acercarse al ideal weberiano de una burocracia predecible y regida por normas, en tanto que otras han tenido una inspiración gerencialista orientadas por valores de eficiencia o principios de gestión privada. Ciertas reformas han impuesto controles procedimentales, internos y externos, más estrictos, mientras que otras han estado inspiradas en la idea de una burocracia orientada a resultados. Con todo, cada uno de estos intentos –más allá de su éxito o fracaso– ha legado a la administración pública nuevas reglas, rutinas y procedimientos que dan forma a su estructura y operación actual. En otras palabras, una reforma no requiere conse­guir sus propósitos para transformar la administración pública. Toda iniciativa que busque modificar las rutinas con las que opera la burocracia pública tendrá efectos en la forma en la que los funcionarios, los políticos y los ciudadanos entienden e interactúan con la administración pública. Si las reformas generan legados y si responden a lógicas diferentes e incluso contrapuestas, ¿cuál es el tipo de administración pública que emergería a partir de este conjunto de reformas?, ¿cómo interactúan las reformas actuales con las anteriores?, ¿cómo actúan entre sí las reformas que ocurren simultáneamente en terrenos distintos de la administración pública?

			Este capítulo explica las reformas administrativas en México a partir de dos perspectivas: los legados de decisiones previas que estructuran las propuestas actuales y la ar­ticu­la­ción entre reformas que ocurren simultáneamente. Las decisiones de reformar el sector público suelen tomarse de manera segmentada (reformas en procesos de planeación, en recursos humanos, en evaluación y monitoreo, etc.), sin tomar en cuenta el conjunto de decisiones en otros rubros de la propia administración pública que inciden en las condiciones iniciales (por reformas previas) y en las posibilidades de éxito de cada reforma por separado (por la interacción entre decisiones que ocurren al mismo tiempo). Argumentamos que la ausencia de una lógica explícita de reforma ha llevado a una administración pública en la que los funcionarios, en su desempeño cotidiano, deben responder a lógicas de operación contrapuestas. Se muestra también que el acumulado de más de tres décadas de reformas ha generado una sobrerregulación, un empalme de controles inefectivos, una aversión al riesgo y resistencia a la innovación, una coreografía de rendición de cuentas que no cumple los propósitos y, como consecuencia de todo ello, una incapacidad estructural para que la administración pública pueda ser el instrumento del Estado para el ejercicio democrático del poder. 

			EL CAMBIO EN EL SECTOR PÚBLICO

			¿Cómo cambian las administraciones públicas? Al leer reportes oficiales pareciera que el sector público cambia sólo debido a las decisiones tomadas por los agentes políticos: legisladores o funcionarios que, al aprobar una norma o definir una estrategia, propician modificaciones en la manera en la que se estructura y opera el aparato burocrático. Lo cierto, sin embargo, es que las administraciones públicas cambian, como todas las instituciones, no sólo en el sentido previsto por los reformadores y no sólo por procesos activados deliberadamente (Thelen, 2004; Andrews, 2013). Los cambios pueden ocurrir como consecuencia directa de una reforma, pero también por los efectos secundarios de otras decisiones (como ocurrió, por ejemplo, en los años ochenta, cuando el cambio fue resultado de decisiones de política económica [Cejudo, 2003]), por la adaptación gradual a procesos políticos o económicos, o por la evolución propiciada por cambios tecnológicos o demográficos de largo plazo (Pierson, 2004; Pollit, 2008).

			Si entendemos los cambios en el sector público como una forma de cambio institucional, debemos entonces combatir dos sesgos dominantes en su análisis: un énfasis en el corto plazo (y, por lo tanto, en los efectos inmediatos y no en las trayectorias de cambio) y un énfasis en el estudio de reformas aisladas (como si ellas no interactuaran con otras decisiones relacionadas). El primer sesgo provoca una miopía a la hora de buscar explicaciones: la razón de determinado arreglo administrativo se quiere encontrar en una decisión reciente y no en la acumulación de decisiones que toman tiempo en tener efecto (Pierson, 2004). Por lo general, esos cambios administrativos toman efectivamente tiempo en construirse y son resultado de la acumu­la­ción de causas (lejanas y cercanas) y de tradiciones administrativas (Painter y Peters, 2010). Reflejan legados institucionales (Cejudo, 2015) o suelen ser subproductos de decisiones en otras arenas (Hood, 1994). Aún más, las explicaciones co­yun­tu­ra­les olvidan que muchos cambios no son producto de reformas deliberadas, sino que pueden ser el resultado de adaptaciones a nuevos entornos, ajustes incrementales o sencillamente consecuencia de una evolución gradual (Thelen, 2004). 

			El segundo sesgo nos impide tener una mirada de conjunto (Pardo, 2014) al privilegiar reformas aisladas y no la interacción entre decisiones que se complementan o contraponen (Peters, 1998; Neshkova y Kostadinova, 2012; Bezes y Parrado, 2013). Como explican Hood y Lodge (2006), la interacción entre distintos componentes del arreglo institucional que rige las relaciones entre funcionarios y políticos y entre la burocracia y el régimen político no es sólo el agregado de piezas sueltas, sino la articulación de normas, rutinas y procesos que se afectan unos a los otros, teniendo en cuenta que algunos son más fáciles de modificar que otros. Por eso, la valoración que puede hacerse de una decisión de reforma y de sus resultados sólo tendrá sentido si al mismo tiempo se pregunta cuál será el efecto en los otros componentes del arreglo administrativo y cómo se adaptarán las decisiones nuevas a las precedentes.

			 Para entender al sector público mexicano hoy tenemos que verlo como el resultado de décadas de cambios acumulados, unos deliberados otros no, unos que son producto de reformas exitosas y otros que son legados de iniciativas fallidas. Para analizar el funcionamiento de la administración pública tenemos que entender que muchas de las decisiones de reformar la administración han respondido no sólo a lógicas diferentes, sino incluso contrapuestas; por ejemplo, un sistema de evaluación inspirado en la nueva gestión pública que quiere servir para mejorar el diseño de los programas y para tomar decisiones presupuestales, que coexiste con un sistema de control interno basado en la lógica weberiana tradicional que quiere combatir la corrupción y mejorar la gestión mediante el control de procesos.

			¿LEGADO, TRAYECTORIA Y FUTURO?

			Las reformas de hoy definirán los márgenes de maniobra de las reformas futuras. En los últimos años se han tomado decisiones que darán forma a la administración en el futuro inmediato, pero también las que restringirán las posibilidades de cambio hacia delante. En concreto, ha habido tres tendencias claras, probablemente irreversibles en el corto plazo, que afectarán el funcionamiento del sector público en su conjunto. La primera tendencia es la centralización, que ha interrumpido una lógica descentralizadora de las dos décadas pasadas y, en reacción a los problemas irresueltos de nuestro federalismo, ha generado normas generales e instituciones nacionales (como el INE y el IFAI) con alcance no sólo federal, sino que ha  devuelto a la Federación procesos administrativos que habían tenido los estados (como la nómina de maestros o la compra de medicinas). Una segunda tendencia, relacionada pero diferente, es la creación de autonomías constitucionales: se ha retirado de la esfera de control del Poder Ejecutivo una importante porción de decisiones sobre políticas sustantivas (evaluación educativa, política de competencia, política de telecomunicaciones y, si se concreta la transición del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social [Coneval] hacia un organismo autónomo, la evaluación de las políticas de desarrollo social). Finalmente, desde la creación de la Auditoría Superior de la Federación, la Ley de Transparencia y la discusión actual sobre un sistema anticorrupción, hay una tercera tendencia por construir nuevos mecanismos de control sobre el ejercicio del poder público. Se trata, desde la perspectiva ciudadana, de un triunfo democrático, pero también, desde la perspectiva de la administración pública, de nuevas restricciones, controles y obligaciones. 

			Estas reformas están ahora en marcha. No será sorprendente que no todas sean exitosas a cabalidad, pero sin duda transformarán la lógica de operación del sector público e incidirán en la siguiente generación de reformas. Es de la misma forma que las decisiones pasadas, algunas tomadas hace casi cuatro décadas, estructuran el comportamiento de las agencias burocráticas de hoy. Para comprender cómo funciona el gobierno el día de hoy, es necesario entender el conjunto de reformas –logradas y fallidas– que se han implementado en los últimos años y que definen los márgenes de acción de funcionarios y gobiernos. 

			PLANEACIÓN

			Una de las propuestas de reforma que cabría en la tensión propuesta en los párrafos introductorios entre el legado que condiciona otras reformas y un propósito que parece tener también un fin en sí mismo, es el tema de la planeación. La planeación se ha entendido como el establecimiento de objetivos, definición de planes, líneas de acción y programas de gobierno, y ha sido una de las tareas que ha atraído la atención y energía de los tomadores de decisiones en la administración pública federal desde el siglo pasado, por tratarse de una suerte de paso inicial en la idea de mejorar y hasta transformar (Pichardo, 1972). Los antecedentes en materia de planeación forman un acumulado de decisiones que trataron de incorporar distintos objetivos que abarcan desde la búsqueda de eficiencia y elaboración de presupuestos con mayor grado de certidumbre hasta llegar a la formulación de planes, que luego fueron de desarrollo y más adelante se desdoblaron en regionales y sectoriales. Este largo proceso acabó teniendo los límites que le impone la visión de corto plazo, como quedó explicado en la introducción, puesto que fueron planes pensados para periodos de gobierno de seis años. Así el recorrido pasa de una planeación centralizada (1958-1970) en la que el énfasis estuvo puesto en el rubro de las inversiones, en la formulación de planes de acción inmediata con el objetivo de acceder a créditos externos, y, sobre todo, en el intento, desde ese primer momento, de institucionalizar los mecanismos de programación presupuestal de la administración pública. Más adelante se propone una planeación con énfasis en lo regional (1970-1976), impulsando la creación de los Comités Promotores del Desarrollo Socioeconómico de los Estados (Coprodes) y estableciendo que todas las dependencias, entidades y organismos del gobierno federal, y también las empresas paraestatales y de participación estatal mayoritaria, colabo­ren con los Coprodes para elaborar un programa anual de inversiones para cada entidad. Se avanza ampliando el rango de la tarea al proponer una planeación de carácter nacional (1976-1982), la que ya no sólo se pensó en términos regionales, sino también sectoriales e institucionales. Estos intentos de planificación se materializaron en diversas iniciativas de leyes que posteriormente se incorporaron al Plan Global de Desarrollo 1980-1982. La institucionalización de este proceso de planeación pasó por la aprobación de diversas normas: la nueva Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF) puesta en vigor en 1976, en la que quedó establecido que las dependencias de la Administración Pública Federal (APF) conducirían sus actividades en forma programada para cumplir con las metas de la planeación nacional. También se atribuyó a la entonces recién creada Secretaría de Programación y Presupuesto (SPP) la responsabilidad de recabar los datos y elaborar, con participación de grupos interesados, los planes nacionales, regionales y sectoriales del desarrollo económico y social del país, y el plan general del gasto público. Las facultades de planeación se concentraron en  esa sola dependencia. La Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal facultó a la SPP para normar las actividades de programación, presupuestación, control y evaluación de la APF. La Ley General de Deuda Pública precisó la obligación de las dependencias y entidades para que entregaran a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) los programas anuales y financieros, así como el resto de la información que ayudara a identificar las necesidades de crédito. Estas normas constituyeron los fundamentos jurídicos básicos de la planeación mexicana en ese sexenio. La nueva SPP y la SHCP se convirtieron en las entidades globalizadoras encargadas de que esas normas se cumplieran. Se propuso la creación de los Comités de Planeación para el Desarrollo de los Estados (Coplades) para vincular lo federal con lo que se establecía en los planes regionales. Con la ayuda de estos comités se buscó compatibilizar los esfuerzos de planeación socioeconómica  efectuados por la Federación, los estados y los municipios. Sin embargo, uno de los problemas que apareció para avanzar en este esquema fue la falta de articulación con los planes sectoriales que debía haberse logrado a partir del esfuerzo de sectorización que se hizo en las estructuras de la administración federal. Dicho esquema empezó a fallar desde el momento en que no quedaron claras las responsabilidades de los coordinadores de cada sector (Pichardo, 1972: 48). Si bien en su momento pareció una idea novedosa, resultó completamente inviable debido a que no se contaba, y se sigue sin contar, con mecanismos robustos de coordinación entre la Federación y las entidades federativas. El resultado fue que el esquema de los Coplades no logró ganar fuerza a lo largo del tiempo. 
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